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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Esteban Pérez, Vicepresidente. 


MIEMBROS: Señora Representante Eloísa Moreira y señores Representantes Gustavo A. Espinosa y 
Jorge Rodríguez. 


INVITADOS: Señoras Anahit Aharonian Kharputian y María Isabel Vigna Igoa y señores Gabriel 
Castellano, Norberto Martín Glisenti Zenone, Luis Lobera, Néstor Ricardo Nieves 
Figueroa, Pablo Ocampo Carli y Ricardo Luis Vidat Narancio. 


(Ingresan a Sala representantes de un grupo de profesionales universitarios) 


SEÑOR PRESIDENTE (Pérez).- Damos la bienvenida a las señoras Anahit Aharonian y María Isabel 
Vigna y a los señores Gabriel Castellano, Norberto Glisenti, Luis Lobera, Néstor Nieves, Pablo 
Ocampo y Ricardo Vidart, quienes habían solicitado una entrevista con la Comisión. 


SEÑOR VIDART. - La descripción de nuestra situación figura en la documentación que adjuntamos a 
la solicitud de entrevista. De todas maneras, nos parece importante hacer una presentación sintética al 
respecto. 


Lo que todos tenemos en común es que éramos estudiantes universitarios al momento de ser detenidos. Una 
vez que se configuró esa situación, intentamos seguir estudiando en prisión, lo que no nos fue permitido. Más 
adelante, algunos compañeros salieron en libertad e intentaron retomar sus estudios, pero antes de la 
reinstauración democrática no les fue concedida la calidad de estudiantes y, por lo tanto, no pudieron hacerlo. 
En definitiva, más allá del momento en que fuimos liberados, recién pudimos retomar nuestros estudios 
cuando se reinstaló la democracia. Posteriormente, con mayores o menores esfuerzos según las 
circunstancias, todos conseguimos la titulación. Pero esto ocurrió en edades avanzadas en comparación con el 
promedio de edad al que se recibe un profesional universitario. Esto nos coloca en una situación complicada 
a la hora de jubilarnos. 


Quiero aclarar que, para ejercer como profesionales universitarios, tenemos que estar afiliados a la Caja de 
Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios y aportar a esta institución. En alguna circunstancia 
especial en la que no se pueda o no corresponda aportar, de todas maneras hay que pagar el Fondo de 
Solidaridad; estamos obligados a esos pagos ineludibles. Sin embargo, nos parece que, como están planteadas 
las cosas, no vamos a poder beneficiarnos de las ventajas que supone esta afiliación, porque se nos hace 


realmente difícil completar la cantidad de años laborables para jubilarnos. Esto nos coloca en una situación 
de desventaja. 


De todos modos, hay un antecedente que se dio en la Caja de Profesionales, que hizo un llamado a todas 
aquellas personas que, siendo estudiantes cuando se desató el proceso cívico militar y habiendo sido 
exiliadas, pudieron continuar sus estudios en el exterior y titularse. A esas personas se les dio la oportunidad 
de incorporarse a la Caja de Profesionales y se les reconocieron como trabajados los años que ejercieron 
fuera del país. 


Nosotros nos presentamos a ese llamado, pero nos rechazaron porque en el momento en que caímos presos 
no éramos profesionales, sino estudiantes. De todas maneras, recogimos muchos apoyos. Concretamente, los 
representantes del Poder Ejecutivo dentro de la Caja de Profesionales fueron muy solidarios con nosotros y 
nos entendieron, pero en la votación se rechazó nuestro pedido y quedamos fuera, en el entendido de que 
faltaba un marco legal que nos amparara. 


Luego de eso mantuvimos múltiples contactos. Hablamos con el doctor Javier Miranda, de la Dirección 
Nacional de Derechos Humanos del Ministerio de Educación y Cultura; también conversamos con algunos 
legisladores y con gente del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. En todos lados encontrábamos la traba 
de que, sin el marco legal correspondiente, nuestra solicitud no tiene andamiento. 


También contamos con el apoyo de varias sociedades universitarias, como la Sociedad de Arquitectos del 
Uruguay, la Sociedad de Medicina Veterinaria del Uruguay y el Sindicato Médico del Uruguay. Estas 
organizaciones han respaldado nuestra solicitud pero no hemos podido tener la suerte de lograr una respuesta. 


Nuestra aspiración es que surja el marco legal, que se sancione una ley que contemple nuestra situación. 
Nosotros sentimos que el hecho de que durante tanto tiempo se nos haya cercenado nuestra posibilidad de 
estudiar nos imposibilitó acceder en aquel momento a la titulación. Pero la vocación y la voluntad de estudiar 
se puede comprobar en los hechos, porque todos terminamos titulándonos, pero tuvimos que hacerlo pocos o 
como en mi caso, trece años después. Esto significa que lo logramos muy tardíamente, lo que nos hace casi 
imposible completar el ciclo que se espera de un profesional para que acceda a la jubilación. En lo personal, 
se me hace muy difícil; recién cuando sea muy viejito voy a conseguirlo, si es que lo logro. Ahora, con una 
edad bastante avanzada, me veo obligado a seguir trabajando, lo que no es fácil. 


Insisto en que ya se han tomado en cuenta otras circunstancias de violación de derechos humanos, que 
caminan por otros carriles y no nos identifican. Lo que nos identifica es la situación que nos colocó en esta 
situación tan difícil: no se nos permitió continuar con nuestros estudios; se nos cercenó esa posibilidad y 
recién cuando se reinstauró la democracia pudimos retomar los estudios y recibirnos en los plazos 
correspondientes. Entonces, de la misma manera que a personas que pasaron por situaciones parecidas a las 
que vivimos nosotros se les reconocieron determinados años como trabajados y aportados, nuestro pedido es 
que entiendan pertinente apoyarnos en esto y nos permitan tener una vejez lo más digna posible. 


SEÑORA AHARONIAN.- Yo soy ingeniera agrónoma. 


Nosotros somos un grupo muy pequeño, integrado por gente que era estudiante de una carrera y se tituló de 
esa misma carrera. Esto es lo que acota el número de quienes aspiramos a este reconocimiento de que 
estuvimos impedidos de estudiar. 


SEÑORA VIGNA.- La exigencia de la Caja de Profesionales para acceder a la jubilación es de sesenta 
años de edad y treinta años de aportes. A los sesenta años llegamos y los estamos pasando, pero no 
hemos podido alcanzar los treinta años de aportes por los motivos que Ricardo Vidart explicó. 


SEÑOR LOBERA.- Yo soy médico. 


Nosotros no estamos solicitando que se innove en materia de leyes previsionales. La Ley_N* 18.033 ya 
corrigió la situación de los trabajadores privados en el mismo sentido en que lo solicitamos nosotros. Ante la 
imposibilidad de aportar por la razón del impedimiento formal, legal o de fuerza que significó la detención, el 
Estado reconoce los años correspondientes como efectivamente aportados. 


El reglamento de la Caja de Profesionales es muy rígido; como ya se dijo, si uno no tiene treinta años de 
servicio no se puede jubilar. Por eso, en nuestro caso, se hace tan imperioso que se recoja el espíritu de la Ley 
N? 18.033, que ya contempló a ciudadanos que habían vivido circunstancias parecidas a las que 
experimentamos nosotros. 


Reitero que somos un grupo pequeño. Habría que establecer reglas muy definidas para disponer de un 
beneficio de la naturaleza del que solicitamos. Estamos dispuestos a conversar sobre este asunto. 


SEÑOR CASTELLANO.- La Ley_N” 18.033 es imperfecta, pero constituyó un avance en muchos 
aspectos. En nuestro caso, pasamos por esa Ley y me interesa destacar que se formó una Comisión 
especial ante la que nos presentamos y demostramos documentalmente nuestra calidad de perseguidos 
y encarcelados políticos. Esta Comisión especial nos reconoció años de prisión equivalentes a años 
jubilatorios, pero ese reconocimiento fue en el Banco de Previsión Social. Yo estoy todavía en actividad, 
pero algunos compañeros ya tienen un proceso jubilatorio iniciado en la Caja de Profesionales y parte 
de los años que se les computan como trabajados fueron reconocidos por el BPS. ¿Qué ocurrió cuando 
quisimos trasladar esos años de persecución y encarcelamiento del BPS a la Caja de Profesionales? 
Esta se amparó en su reglamentación interna, según la cual, cuando se acumulan años de otro instituto 
de seguridad social, es necesario reunir, no treinta años, sino treinta y cinco años de aportes entre los 
dos procesos jubilatorios. 


En mi caso, sufrí cuatro años de encarcelamiento por razones gremiales una pena leve para lo que es el 
promedio general, que me fueron reconocidos, pero me piden cinco más. O sea que, en definitiva, la Ley N? 
18.033 tiene un efecto diferente o inferior al de su pretensión. 


Cuando iniciamos nuestra actividad profesional fuera de la relación de dependencia, que es lo que grava la 
Caja de Profesionales, sabíamos que os estábamos comprando un problema para el largo plazo. Pero, por 
ejemplo, para ejercer como contador público era necesario tener el título, la capacitación, etcétera y, además, 
veinticinco años. Eso es así en el mercado de trabajo; cualquier que conozca el mercado de trabajo uruguayo 
o mundial conoce este requisito. ¿Qué salida laboral encontramos? La de ejercer fuera de la relación de 
dependencia. Pero entonces nos topamos con este particular requisito de la corporación profesional, que 
exige que toda persona que ejerza fuera de la relación de dependencia debe aportar a la Caja. Aún más: 
avanzada nuestra carrera profesional nos encontramos con que todos los procesos de acumulación que se nos 
plantean son en nuestro detrimento. 


Lo que pretendemos es una ley de un solo artículo, que diga que a aquellos profesionales universitarios 
encarcelados durante la dictadura siendo estudiantes, que tengan sus derechos jubilatorios reconocidos por la 
Ley N? 18.033, se les reconocerán esos años como genuinos de la Caja de Profesionales. Eso debería decir el 
único artículo que debería tener la ley. Pero también hay otro problema, y es que a muchos de nosotros, 
cuando recuperamos la libertad formal pero estando en dictadura, la intervención universitaria de aquella 
época nos prohibió estudiar en la Universidad de la República. Esto terminó generando un problema similar 
al que tuvieron aquellos compañeros que en ese entonces seguían en la cárcel. En esas condiciones 
estuviéramos en la cárcel chica o en la grande, estábamos impedidos de estudiar, y perdimos unos años 
adicionales. O sea que un segundo artículo debería decir que cuando se compruebe que la intervención de la 
Universidad le impidió a determinados ciudadanos cursar estudios y rendir exámenes en la Universidad de la 
República durante algunos años, esos también serán reconocidos como años genuinos en la Caja de 
Profesionales Universitarios. 


Nosotros, a esta altura de nuestras vidas, no masticamos vidrio, y sabemos perfectamente porque se lo 
planteamos al directorio de la Caja que hay un tema de dinero. En matemática financiera y actuarial existe el 
concepto de que los aportes se van capitalizando año a año, pero cuando nosotros debimos hacer los aportes 
estábamos presos. Por tanto, si la Caja dice que los años reconocidos en el BPS no valen allí de la misma 
manera, ¿dónde está esa plata? 


Por supuesto, en la Caja no han reconocido esto explícitamente, porque en el diálogo que tuvimos con el 
Directorio se nos dijo que no era un problema de plata, pero nosotros pensamos que la sospecha de que 
queremos acceder a un sistema jubilatorio privilegiado y diferenciado de los otros profesionales 
universitarios algo así como una ventaja debe estar subyacente. Nosotros creemos que debe haber alguna 


concepción de esta naturaleza de parte de la corporación de la Caja de Profesionales Universitarios en ese 
sentido. 


Asimismo, como conocemos la situación de las finanzas públicas, quisiéramos un proyecto de costo cero, es 
decir que no determinara erogaciones para el Erario para beneficiar a un pequeño grupo de personas. 
Queremos dejar eso en claro. 


Por otra parte, si fuera posible que la Caja de Profesionales Universitarios reconociera nuestros años de 
privación de libertad, de exilio, de persecución y de privación de la calidad de estudiantes como años 
aportados a la Caja sería muy bueno, por supuesto, teniendo en cuenta que el profesional se va a jubilar con 
la categoría a la que haya llegado al momento del cese. Esa sería nuestra propuesta. Además, el Directorio de 
la Caja nos dijo formalmente que, si el Parlamento lo ordenaba, ellos lo iban a acatar. 


SEÑORA AHARONIAN.- Quiero aclarar que en el Directorio de la Caja de Profesionales 
Universitarios hay dos representantes del Poder Ejecutivo. Nosotros pensábamos que con su presencia 
la situación podría ser más fácil de solucionar, porque el Directorio sería más comprensivo. Lo aclaré 
para que lo supieran los señores Diputados que integran esta Comisión. 


Por otro lado, el señor Castellano habló de las categorizaciones. En ese sentido, quiero decir que nosotros 
debemos aportar a la Caja de Profesionales Universitarios para poder ejercer. Asimismo, podemos quedarnos 
en cierta categoría, pero si llegamos a la última, que es lo que merece cualquier profesional, las erogaciones 
que se deben hacer son muy importantes. Esto se debe a que la escala de aportes se basa en un ficto y no en 
los ingresos que recibe el profesional cada mes. Por lo tanto, los montos que hay que aportar para la última 
categoría, que daría lugar a una jubilación más digna, son muy altos y se nos hace muy pesado, tal como 
decía el compañero. A nuestra edad es muy difícil acceder al trabajo bien remunerado y no podemos realizar 
esos aportes. En ese sentido, se nos ha propuesto que nos quedáramos en una categoría inferior, pero todos 
sabemos que cuando la gente envejece tiene más gastos en salud. 


También queremos destacar que no todos los presos estuvieron apoyados por la Ley N* 18.033; muchos de 
ellos fueron excluidos. Lo digo para que se tenga presente, ya que si se elabora una ley tendría que reconocer 
a todos. 


SEÑOR OCAMPO.- Soy doctor en Veterinaria. 


Quería referirme a algunas cosas que los compañeros mencionaron al pasar. Mi caso es particular, aunque 
nada me diferencia de la situación que vive este grupo de profesionales. 


La profesión veterinaria ha apoyado fervientemente el reclamo de estos colegas universitarios, porque lo 
considera de estricta justicia, tal como lo manifestó el contador Omar Sueiro, delegado del Poder Ejecutivo 
en el Directorio de la Caja de Profesionales Universitarios. Cabe destacar que este delegado y el arquitecto 
Rodríguez Orozco reciben su sueldo del aporte que realizamos los profesionales universitarios. 


Por otro lado, no quiero irme de esta Comisión sin tener la certeza de que ustedes han entendido lo que 
estamos proponiendo, ya que nuestro reclamo es justo. Así lo entendió el Poder Ejecutivo, el señor Baráibar 
cuando era Ministro de Trabajo y Seguridad Social, el Director Baz y el doctor Miranda, que ha trabajado por 
los desaparecidos. Hemos contado con el aval y la solidaridad de estas personas, que han sido sensibles ante 
nuestro reclamo. 


La Sociedad de Medicina Veterinaria fue más allá del reclamo particular en el que estoy involucrado, e hizo 
un llamado a todos lo socios nuestra profesión es una de las que más convoca a nivel de la gremial 
universitaria para que informaran si había más compañeros en la misma situación. Pero en esa situación solo 
estaba yo. Creo que es importante recalcar este hecho, porque la situación se ha manejado con mucha 
honestidad y cristalinidad. Nadie se sumó sin tener derecho a hacerlo. Por tanto, los compañeros han 
reclamado porque tienen derecho a hacerlo. 


Solo quiero decir que, además de agradecerles por habernos recibido, merecemos irnos de aquí sabiendo que 
contamos con el Parlamento uruguayo, que los señores Diputados son sensibles a nuestro reclamo y que van 
a hacer lo imposible para darnos una solución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Según entendí, ustedes están afiliados a la Caja de Profesionales 
Universitarios. Además, tienen reconocidos los años que estuvieron presos como trabajados ante el 
Banco de Previsión Social, los cuales no son reconocidos por la Caja de Profesionales Universitarios. 
Asimismo, se les ha dicho que si se los reconocen, deberán tener treinta y cinco años de aportes en 
lugar de treinta. ¿Esa es la situación en la que están? 


SEÑOR VIDART. - En realidad, la Caja de Profesionales Universitarios tiene un apoyo legal para 
decir eso, porque nosotros no estábamos diplomados cuando caímos presos. El problema es que no 
pudimos acceder a la titulación por las razones expuestas. Por lo tanto, arrastramos ese rezago y no lo 
podemos corregir de ninguna manera. 


SEÑOR LOBERA.- Quiero aclarar que para ejercer la profesión tenemos que estar afiliados a la Caja 
de Profesionales Universitarios, pero cuando queremos rescatar esos años nos dicen que como no 
éramos profesionales universitarios en ese momento no podemos hacerlo. Además, se nos dice que solo 
podemos acceder a esos beneficios en determinadas oportunidades, y por esa razón nos sentimos como 
si hubiéramos sido objeto de una estafa. Digo esto porque cuando fui a la Caja a preguntar cómo era la 
cosa y hasta cuándo tenía que trabajar para obtener la jubilación sentí que no me había recibido de 
médico, sino de gil, porque estuve poniendo una buena cantidad de plata durante mucho tiempo, 
durante más de veinte años de trabajo, y no me van a dar absolutamente nada. A los setenta años me 
van a dar una pensión graciable. 


Entonces, no se trata solo de restablecer una situación de derecho, en el sentido de reconocer lo que hicimos 
por la sociedad, por nosotros mismos, por nuestras familias o por querer ser médico o lo que fuimos. También 
queremos que se restablezca una situación de justicia, ya que la Caja de Jubilaciones, con muy mala leche 
conozco al redactor del Reglamento, nos puso una piedra en el camino. Esa persona ya conocía nuestro 
problema cuando se redactó ese Reglamento. 


SEÑORA VIGNA.- Voy a aclarar algo con respecto a la Ley N” 18.033. 


Algunos profesionales, además de trabajar en forma no dependiente, lo hemos hecho en forma dependiente. 
Los médicos, por ejemplo, fuimos empleados de algunas mutualistas. Además, nos gastamos los beneficios 
que nos otorgó la Ley N” 18.033 en el Banco de Previsión Social. Quiere decir que pedir que esos beneficios 
también se tengan en cuenta en la Caja de Profesionales Universitarios, tal vez, restringe mucho la situación. 
En realidad, los que estamos jubilados por el BPS y, además, aportamos a la Caja de Profesionales 
Universitarios, tenemos derecho a dos jubilaciones, tal como pasa con otras personas que aportan a dos 
Cajas. Como dije, los que estamos jubilados por el BPS gastamos los beneficios que nos otorgó de la Ley N* 
18.033. Por tanto, necesitamos otra cosa para que esos años también sean reconocidos en la Caja de 
Profesionales Universitarios. 


SEÑOR CASTELLANO.- Quiero recalcar el esfuerzo que realizamos nosotros, como excarcelados 
políticos de la dictadura, para retomar nuestros estudios. Podemos decir que el colectivo de los 
estudiantes encarcelados que retomaron sus estudios cuando recuperaron la libertad y se recibieron es 
muy pequeño. En realidad, hubo muchos estudiantes en esta situación y nosotros tenemos un rastreo 
bastante bueno del colectivo de los ex presos y perseguidos políticos. Por esa razón podemos decir que 
aquellos que lograron salir del quebranto psicológico, emocional y físico, y de las enfermedades que 
padecieron, es muy pequeño. A veces nos encontramos con compañeros de aquella época y nos damos 
cuenta de que no se han recuperado, no han logrado un equilibrio psicológico mínimo o padecen 
enfermedades. El colectivo de los ex presos políticos es un colectivo diferenciado con relación al 
conjunto de la población que no padeció las mismas circunstancias. En esa perspectiva, parecería que 
nosotros fuéramos como la mosca blanca, que tuvo la fuerza moral para sobreponerse. A veces hay 
situaciones que no se conocen cuando no se han vivido ni padecido en carne propia sino que nos las 
contaron. Nosotros realizamos un esfuerzo para llegar a una titulación, y como corolario de ese 
esfuerzo hoy por hoy nos encontramos con que, si no somos reparados, en realidad lo que estamos 
haciendo al pagar nuestros aportes a la Caja de Profesionales Universitarios es subvencionar a un 
colectivo rico. Vamos a entendernos: más allá del tiempo en que no pudimos aportar porque estábamos 
presos o no nos habíamos recibido, siempre aportamos a la Caja. Quiere decir que hoy esos aportes son 
algo así como un impuesto que estamos pagando y que va a parar a las arcas de la Caja de 


Profesionales, que se va a apropiar de él. En mi caso he aportado veinte años. Hay otros compañeros 
que aportaron quince, dieciséis o inclusive veinticuatro o veinticinco años pero, en definitiva, en ningún 
caso llegamos a los treinta años. 


Analicemos el tema de otra manera. Como nos falta determinada cantidad de años no podemos acceder a la 
jubilación en la Caja de Profesionales. ¿Pero qué pasa con el dinero que aportamos? Queda para mayor 
gloria, para mayor beneficio del instituto Caja de Profesionales. Inclusive, una de las cosas que a título 
personal planteé al Directorio de la Caja es qué pasaría si no fuera obligatorio aportar a la Caja, porque por 
ley, estructuralmente, es así. Los profesionales tienen un sistema jubilatorio diferenciado al del resto de la 
población. No vamos a cuestionar ese hecho, aunque de repente pueda haber quien piense que sería ideal un 
sistema jubilatorio único. No nos vamos a meter con ese tema porque sabemos que es de una enorme 
complejidad, pero vamos a mirar el otro aspecto: la Caja de Profesionales se está quedando con nuestros 
aportes realizados en condiciones de mucho esfuerzo. Primero hicimos mucho esfuerzo para recibirnos, 
sobreponiéndonos a nuestra condición de excarcelados políticos, y después mucho esfuerzo para conseguir 
una inserción profesional, que tampoco es fácil. Y todo eso está gravado con aportes a la Caja. 


Quiero dejar a consideración este tema. Tal vez alguien pueda pensar que es un poco agresiva la forma en que 
lo planteamos, pero no somos políticos y pedimos disculpas porque no sabemos expresarnos en estos temas 
que tienen profundas raíces estructurales y técnicas en nuestra sociedad de otra manera que no sea frontal y 
directa. La situación es esta: la Caja se está quedando con nuestros aportes si no se soluciona este problema. 


SEÑORA MOREIRA.- Obviamente, esta situación me parece muy injusta. Me encantaría poder 
decirles que quiero redactar ya un proyecto y presentarlo para que esto se solucione. No puedo hacerlo 
porque debería hablar con juristas, con gente que tenga más conocimiento de la situación y analizarlo, 
ya que personalmente no logro darme cuenta de cómo solucionarlo. Es muy distinta la situación que 
planteaban de la gente que estaba exiliada, que se recibió y trabajó en el exterior, a quienes la Caja 
reconoce. Pero los reconoce porque son profesionales, más allá de que se hayan recibido en el exterior. 
Este es un caso diferente, porque estamos pretendiendo que la Caja reconozca como profesionales a 
quienes no lo eran. Se trataba de estudiantes que no pudieron seguir la carrera. Honestamente, no sé 
cómo solucionar el tema, aunque reconozco que es injusto. Es más: yo haría un proyecto que expresara 
que si a esta gente no se la puede reconocer como profesional se le devuelva todo el dinero que aportó, 
porque si no la situación es terrible. Lo que se aportó es mucho y no puede ser que se aporte veinticinco 
años y se les diga que no les van a dar nada, que no se pueden jubilar. 


SEÑOR OCAMPO.- La señora Diputada dice que quisiera solucionar el problema, que está de 
acuerdo en buscar una solución, y que necesitaría la intervención de juristas. Sucede que en nuestra 
Caja, hace un tiempo, conjuntamente con la ley de reparación de colegas tanto exiliados como presos se 
reconoció la situación de Jueces, Fiscales y abogados del Poder Judicial que nunca aportaron. Sin 
embargo, se jubilaron por la Caja de Profesionales porque por la Caja que les correspondía no les 
servía. Es decir que tenemos antecedentes. Es más: tenemos antecedentes de Ministros de Economía 
que, en otras épocas, se jubilaron sin haber aportado. Nadie va a hacer cosas así, pero hay que decirlo. 
Es importante que se sepa en qué país vivimos. 


Hay algo que puedo ofrecer a la señora Diputada y son todos los documentos que tengo. Personalmente, por 
la Ley_N* 18.033 se me reconocen los nueve años que trabajé en el Sindicato Médico del Uruguay. El 
Consejo de la Facultad de Veterinaria me reconoce la situación de persecución que viví, de pérdida de calidad 
de estudiante, de categorización C, así como el sumario que se me hizo como estudiante, lo que no 
correspondía porque no tenía cargo. Tengo todo, porque fui al Archivo General de la Nación y el Decano 
interventor Cristi no se pudo llevar todo en aquel momento; se le perdieron algunos papeles y yo los tengo. 
Tengo todo, hasta los originales. El Consejo de la Facultad de Veterinaria de la Universidad de la República, 
de manera unánime, me reconoce todo eso reconoce no solamente mi padecimiento sino el de mis 
compañeros y, además, nos da un certificado que lo comprueba, sin entrar en cuestiones políticas que pueden 
ofender o crear asimetrías, aunque si bien por el artículo 3* de la Ley Orgánica existe el derecho a la libre 
expresión. Eso es importante porque es una Facultad que reúne a gente de todos los pelos. Por primera vez 
eso se dio en la Facultad de Veterinaria. Frente a todos los universitarios ahí presentes que, como decía Vaz 
Ferreira, profundizaron vocacionalmente, se reconoció esa situación. Tengo toda esa documentación, la 
puedo mostrar y apoyo totalmente lo expresado por los colegas. 


SEÑOR ESPINOSA.- Quiero dejar constancia de que, seguramente, este es un tema de profundo 
análisis que involucra a varias instituciones públicas. Comparto lo que dice la señora Diputada 
Moreira en cuanto a que esta es una situación injusta, diferente de otras. Uno puede entender esa 
dialéctica por la que se dice que ustedes no estaban recibidos, pero no lo estaban porque no pudieron 
hacerlo en tiempo y forma. Ese es el abecé de la cuestión. Desde mi punto de vista bastante inculto 
razono que si alguien no tenía voluntad habría salido de prisión pero no hubiera culminado una 
carrera. Esto para mí es un mérito. 


Tampoco podemos crear falsas expectativas, porque quizás este sea un tema más técnico que sobrepasa la 
tarea de esta Comisión asesora, que refiere básicamente a los derechos humanos. Por supuesto que también 
están los derechos humanos de los trabajadores, y yo quiero colectivizar que nosotros no podemos debatir ni 
analizar el tema frente a la visita, pero le propondremos al señor Presidente que se realicen consultas con 
otras Comisiones a los efectos de analizar en qué se puede avanzar. 


SEÑOR NIEVES.- Soy médico fisiatra y trabajo en rehabilitación. Una de las cuestiones que tienen 
cabida en esto es el derecho al trabajo. Me sumo a lo todo lo que los compañeros expusieron, pero yo he 
vivido una situación particular. En determinado momento tuve que dejar de aportar a la Caja porque 
me atrasé y me hicieron una refinanciación que era imposible de pagar; era como la deuda externa. 
Entonces, eso trajo aparejado el hecho de que no haya podido trabajar en el ámbito privado. Como 
decía la colega, hay dos formas de trabajar: una es la relación de dependencia y otra es el ejercicio 
liberal de la profesión. Personalmente, no puedo dedicarme al ejercicio liberal de la profesión y no 
tengo derecho al trabajo a pesar de que cumplí todos los requisitos. Este es un derecho más de los que 
se violan en esta situación absurda o entendible si como se dijo la analizamos desde el punto de vista de 
quienes lideran esto, de quienes dirigen la Caja y cuáles son sus objetivos y cometidos. Tal vez seamos 
la mosca blanca y estemos un poquito subidos a los pedales por lo que pudimos lograr gracias a 
nuestras familias y a situaciones particulares y coyunturales. Pero lo que sí está claro es que somos un 
mal ejemplo. Creo que hasta el hecho de haber planteado el tema aquí es un mal ejemplo que a la Caja 
de Profesionales no le interesa. 


SEÑOR LOBERA.- Quiero destacar que no entramos en otras diversas formas de reparación que el 
Estado adoptó para los detenidos políticos. Entonces resulta que nosotros, que hicimos un gran 
esfuerzo, logramos recibirnos y, a pesar de todo, pudimos hacer muchas cosas con nuestras vidas, 
somos los menos beneficiados. 


SEÑOR ESPINOSA.- Quiero hacer un simple comentario sobre algo que se ha expuesto en esta 
entrevista. En lo personal, en las próximas instancias en que analicemos esta situación no voy a 
pretender discernir sobre aspectos que tienen que ver con la Caja de Profesionales Universitarios ni 
sobre el sistema común. Lo que sí digo es que hay que dividir alguna pérdida. El Estado ha 
compensado multiplicidad de casos. Aspiramos a que haya una sensibilidad de la Caja, y creo que si 
entre todos se ajustan un poquito estas "pérdidas" entre comillas va a haber un conjunto de personas, 
que no son muchas se me dice que once o doce, a las cuales se les podrá ofrecer algún tipo de justicia. 


SEÑORA AHARONIAN.- Vemos que han recogido este planteo y que son sensibles ante la injusticia. 
Podemos notar que tienen dudas en el aspecto técnico, lo que es comprensible, pero sabemos que con 
voluntad política se pueden solucionar. Entonces, apelamos a la voluntad política de nuestros 
Representantes para subsanar rápidamente esos aspectos técnicos, y digo rápidamente por nuestras 
edades y nuestra angustia permanente por esta situación. 


Antes se decía: te recibiste, vas a ser rico. Quizás esté sobrevolando en la ciudadanía uruguaya el tema de que 
somos servidores públicos. Desde las distintas profesiones estamos sirviendo a la sociedad, haciendo nuestro 
aporte y, quizás, por nuestro compromiso político de otrora, hoy seguimos haciéndolo más allá de nuestro 
trabajo como compromiso social, porque hemos tenido la posibilidad de estudiar en la Universidad de la 
República. No podemos dejar de ver el enorme esfuerzo que eso implicó para nosotros, al mismo tiempo, 
tuvimos que rehacer nuestra familia, nuestra casa y trabajar. Es bueno saber que no fuimos mantenidos; que 
hemos tenido que mantenernos para recibirnos. Además, hoy seguimos aportando a la sociedad, porque es 
nuestro compromiso con ella y eso nos parece de justicia. Por allí se dice que los profesionales ganan mucho 
dinero. Nos parece que se frivoliza mucho nuestra función y, en ese sentido, también queremos destacar que 


hoy estamos aportando a la sociedad, acertada o equivocadamente, pero seguimos haciendo el esfuerzo para 
cumplir con un compromiso social para que la sociedad sea mejor. Eso no es menor y por eso entendemos 
que la voluntad política es muy importante a la hora de tomar decisiones técnicas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos que hacer algunas averiguaciones acerca de los detalles técnicos 
como, por ejemplo, si esto requiere o no iniciativa del Poder Ejecutivo. Por lo tanto, hoy no podemos 
darles una respuesta. De todas maneras, nos mantendremos en contacto. 


SEÑOR LOBERA.- Nosotros ya hicimos trámites de ese tipo. Cuando el Ministro de Trabajo y 
Seguridad Social era el señor Bonomi, nos quedó perfectamente claro que se requería iniciativa 
parlamentaria, que el Poder Ejecutivo no podía tomar la iniciativa porque esto implicaba gastos y 
demás. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de nuestros invitados. 


(Se retira de Sala los representantes de un grupo de profesionales universitarios) 


——— Con relación al planteamiento expuesto por la delegación, propongo que la versión taquigráfica sea 
enviada a la Secretaría de la Presidencia de la República y al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


SEÑOR ESPINOSA.- Propongo que también sea remitida al Director Nacional de Derechos Humanos 


del Ministerio de Educación y Cultura, doctor Javier Miranda, a la Comisión Especial de Seguimiento 
creada por la Ley N” 18.033 y a la Caja de Profesionales Universitarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la propuesta planteada. 


(Se vota) 
——— Cuatro por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


